
"DUARTE, JORGE SILVERIO C/ BANCO DE CORRIENTES S. A. Y/O Q.R.R. S/ IND."

EXP 81.564/12

JUZGADO LABORAL Nº 4 – CORRIENTES

Nº 90 Corrientes, 10 de julio de 2.014.-

Y VISTOS:

Estos autos caratulados: "DUARTE, JORGE SILVERIO c/ BANCO de CORRIENTES

S.A. y/o q.r.r. s/ Ind.", Expte. Nº 81.564/12, en trámite por ante este

JUZGADO LABORAL Nº 4, Secretaria a cargo del Dr. ROGELIO C. TRONCOSO del

que;

RESULTA:

I) Que, a fs. 02/08 se presentan los Dres. OSCAR RAUL ALDE-RETE y JUAN

RAMIRO ALDERETE como apoderados del Sr. JORGE SILVERIO DUARTE acreditando

personería con el poder apud acta que se glosa a fs. 10, e interponen

formal demanda laboral contra el “BANCO de CORRIENTES S.A.” y/o quien en

definitiva resulte responsable, tendiente al cobro de la suma de Pesos

DOSCIENTOS SESENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS TREINTA ($ 263.630.-), que es

reclamada por los conceptos e importes incluidos en la liquidación de fs.

06, solicitando se haga lugar a la demanda con mas su actualización,

intereses y costas.-

Hechos: Expresan que su mandante ingreso a trabajar en el BANCO DE LA

PROVINCIA DE CORRIENTES (S.E.M.) el 27.09.1971, bajo Legajo Nº 646, en la

categoría de Auxiliar Administrativo de la escala que integraba el CCT Nº

18/75 de la actividad bancaria  provincial, para luego ir progresando en

su carrera, hasta llegar a la Categoría 2º Jefe de División de 1º en la

que revistaba al momento de la finalización del vinculo laboral con el

BANCO DE CORRIENTES SA (sociedad anónima continuadora del citado Banco en

razón de la privatización encarada por el Gobierno Provincial en el año

1991). Siempre cumplió las funciones que se le encomendaran con



dedicación, esmero, honestidad, probidad y diligencia, como consta en el

excelente Legajo Personal que obra en la Institución.-

La desvinculación: que la relación fue desarrollándose hasta que –por
diversos factores y el stress causado por las tareas efectuadas-, en

fecha 25.10.09, el actor sufrió un infarto agudo de miocardio, por lo que

tuvo que ser internado en la Unidad Coronaria del Instituto de

Cardiología de Corrientes, para ser intervenido allí quirúrgicamente por

una angioplastia con stent, y recibir los tratamientos específicos para

su dolencia. Posteriormente, su salud se vio afectada seria-mente,

habiendo sufrido reiterados malestares de origen cardiaco, lo que lo

llevo a tener varias internaciones, en el citado Instituto, en el que le

diagnosticaron “angina inestable”, “cardiopatía isquémica”, “hipertensión
arterial esencial”, “síndrome coronario agudo”, entre otras.-

Todos esos padecimientos no solo mellaron la parte física de su mandante,

sino también le produjeron serios trastornos psíquicos, por lo que fue

atendido casi simultáneamente por médicos especialistas en psiquiatría

del Instituto “El Árbol” de esta ciudad, y además por el Psiquiatra

Edgardo E. Ingratta. A ello debe sumarse que -debido a su estado de

salud-, no podía desarrollar sus tareas específicas en el Banco de

Corrientes SA, lo que también afectaba su equilibrio psíquico por

sentirse excluido, al encontrarse reiteradamente de licencia por

enfermedad.-

No obstante su estado en fecha 04.02.11 recibió en su domicilio Cedula Nº

0008/11 del 03.02.11 remitida por la Subsecretaria de Trabajo de la Prov.

de Ctes., por la que se le comunicaba la fecha para la realización de

Junta Médica para evaluar su estado de salud por pedido de la empleadora,

fijada en el Expte. Nº 524-02-12-4463/10 caratulado: “BANCO DE CORRIENTES
SA S/ JUNTA MEDICA SR. DUARTE JORGE SILVERIO”. Tal Junta Medica fue
realizada el 18.03.11, y estuvo integrada por los médicos de la

Subsecretaria de Trabajo de la Provincia y por el Especialista en

Medicina Laboral, Dr. Ramón Joaquín Rivarola por el Banco de Corrientes

SA.-

Que, conforme surge del Acta de Junta Medica de fecha 08.04.11, el Dpto.

de Medicina Laboral de la Subs. de Trabajo -integrada por tres médicos-,



y a solicitud expresa del médico de la patronal, concluyeron que el Sr.

Duarte presentaba una incapacidad total del 87.1%. Tales dictámenes

fueron notificados debidamente a su parte y a la empleadora.-

Ante esta realidad, y dado que con tal incapacidad era imposible volver a

cumplir tareas laborales en el Banco, tal como le manifestaron reiterada-

mente los funcionarios del mismo, no tuvo más remedio que remitir con

fecha 27.04.11 el TCL Nº 79789038 (CD Nº 181751610) al Banco de

Corrientes SA en los sig. términos: “...Habiendo sido notificado del
contenido del Dictamen en fecha 08 de abril de 2011 por el Departamento

Medico Laboral de la Delegación Provincial de Trabajo del Ministerio de

la Producción, Trabajo y Turismo de la Provincia de Corrientes ... y que

no puedo reintegrarme a mis tareas laborales, por lo que solicito el pago

de INDEMNIZACION ART. 212 PARRAFO 4º de la L.C.T., S.A.C. y VACACIONES

PROPORCIONALES PENDIENTES, y por este acto NOTIFICO FEHACIENTEMENTE que

RENUNCIO AL PUESTO que desempeñaba en la Institución. Asimismo por todo

lo precedentemente expuesto, hago oportuno reclamo al correcto pago del

“TOPE DE INDEMNIZACION” y demás rubros que por derecho me asistan...”.-

El Banco de Corrientes SA respondió por CD Nº 187015065 del 02.05.11

indicando: “...tomamos nota de su renuncia por las razones

expuestas....que se le agradecen los servicios prestados a la institución

y que en el termino legalmente establecido para ello se le harán

efectivos los créditos a que en virtud de dicha contingencia resulta

beneficiario y se entregara la Certificación de Servicios y

Remuneraciones...”.-

Pero, pese al reconocimiento realizado por el Banco de Corrientes SA,

este cumplió solamente a medias con el compromiso asumido en su misiva,

ya que - conforme surge del recibo de haberes- le abonaron en concepto de

“INDEM. ART. 212 L.C.T.” la suma de $ 109.994,40, liquidada en forma

incorrecta, absolutamente insignificante, injusta, lo que afecto sus

derechos patrimoniales, violando principios de orden constitucional.-

Que, según la antigüedad con la que contaba su mandante al momento de

determinarse la incapacidad laboral -39 años y 7 meses-, y el último

sueldo que le correspondió percibir -$ 9.340,61-, se le debió haber

abonado como indemnización del art. 212 LCT, la suma de $ 373.624,40,



esto es, se le abono una cantidad inferior al 30% de lo que le

correspondía.-

Por tal razón, en fecha 14.04.12 envió al Banco de Corrientes SA el TCL

Nº 74930318 CD Nº 231482555 con el sig. Texto: “...me dirijo a Uds. A fin

de intimarles que en el plazo de 72 hs. procedan a liquidarme

correctamente y abonarme las sumas adeudadas correspondientes a la

diferencia del pago de la indemnización del ART 212 – 4º párrafo de la

Ley de Contrato de Trabajo que se me abonara en forma significativamente

insuficiente, parcial e incompleta, teniendo en cuenta mi antigüedad y el

último sueldo que debí percibir a la fecha del cese. Asimismo intimoles

también mismo plazo me abonen las diferencias de los haberes

correspondientes a los meses de Enero/2011, Febrero/2011, Marzo/2011 y

Abril/2011. Teniendo en cuenta el ACUERDO entre la ASOCIACION BANCARIA y

ABAPPRA de fecha 24 de Mayo de 2011... Asimismo, señalo que el Formulario

PS6.1 “Afectación de Haberes” con logo ANSES que Uds. Me entregaran en

mayo de 2011 adolece de una falsa integración al haberse consignado el

Cuadro “Cuadro 2 Datos del afiliado” cargo que desempeñaba en el momento

de dejar el servicio “2º Jefe de Servicios de 1º”, siendo el cargo
correcto a asignar “2º Jefe de División 1º”, por lo que intimoles también

procedan a la correcta integración de los aportes puesto que por otra

parte se ha omitido consignar  en el certificado los aportes del mes de

Abril de 2011, haciendo correcta mención de mi cargo y la consecuente

confección de un nuevo Certificado de Trabajo y Remuneraciones. Todo bajo

apercibimiento de iniciar reclamo judicial, notificación a la AFIP,

aplicación del art. 2 de la Ley Nº 25.323, art. 80 LCT y toda otra

indemnización que por derecho corresponda...”.

Tal CD fue contestada por el Banco de Corrientes SA a través de CD Nº

215032190 del 19.04.12 expresando: “...Rechazamos por improcedente la
pretensión de obtener el pago de una suma mayor a la abonada en

cumplimiento de lo prescripto en el párrafo 4º del art. 212 de la L.C .T:

(t.o.).... En lo que concierne a las diferencias salariales... y a la

entrega de una nueva certificación de servicios y remuneraciones en

reemplazo de la oportunamente extendida, hacemosle saber que deberá



concurrir a esta gerencia a recibirlas en función de que se encuentran a

su disposición en la misma...”.-

Que, de la mencionada misiva surge el rechazo del pago de las diferencias

de la indemnización del art. 212 4º párrafo LCT reclamadas, en virtud de

manifestar que las mismas fueron liquidadas en base al tope vigente para

la actividad, sin mencionar a que tope salarial se refiere, ni a cuanto

ascendía el mismo, ni de qué fecha databa. Sin embargo, a pesar de las

sucesivas actualizaciones salariales a lo largo de los años, el tope

supuestamente utilizado a la fecha del despido era de $ 2.749,86 ($

109.994,40 / 40 periodos = $ 2.749,86).

El actor contesto la misiva mediante TCL Nº 77249898 CD Nº 260624114 de

fecha 19.05.12 indicando: “...rechazo categóricamente vuestra CD...por

improcedente y no corresponder fáctica ni jurídicamente. Desde ya dejo

planteada la improcedencia y aplicación a mi caso de lo dispuesto en el

segundo párrafo del art. 245 LCT al que hace remisión el párrafo 4º del

art. 212 del citado texto legal, atento a que por vía de dicha norma se

me ha efectuado el pago de la indemnización que dispone este último

artículo, en forma significativamente insuficiente y por ello se afectan

claramente el ejercicio de mi derecho de propiedad de un modo

confiscatorio, irrazonable e inequitativo y violándose gravemente

garantías de orden constitucional... ratifico los términos del reclamo de

la diferencia en el pago de la indemnización citada... notificalas a Uds.

que accionare judicialmente, por lo que doy por concluido todo

intercambio epistolar...”.-

La Institución demandada respondió por CD Nº 215065122 del 24.05.12 en el

sig. términos: “...Rechazamos por infundadas e improcedentes tanto las

manifestaciones vertidas en el TCL 77249898 como el requerimiento

efectuado a tenor del mismo, ratificando lo expresado en N/CD

215032190..”.-

Plantean inconstitucionalidad art. 245 LCT. Tope Indemnizatorio: La

aplicación del tope indemnizatorio por parte del Banco de Corrientes SA

agravia a su parte y ha vulnerado derechos y garantías de raigambre

constitucional (arts. 14bis, 17, 18 y 28 de la CN).-



Ofrecen pruebas: la confesional del representante legal de la Institución

demandada y la documental que se detalla en el cargo de fs. 12.-

II) Que, a fs. 13 por providencia Nº 10.486 el Juzgado tiene por

promovida la demanda y dispone su traslado, por el término y bajo

apercibimiento de ley.-

III) Que, a fs. 18/20 se presenta el Dr. ADOLFO VICTOR BORDAGORRY, como

apoderado del “BANCO de CORRIENTES Sociedad Anónima” acreditando tal

extremo con la copia simple de  poder general que se agrega a fs. 17, y

contesta la demanda instaurada en autos, solicitando se desestime la

misma en todas sus partes, con costas.-

Contestan demanda: Niega que le asista al actor derecho para reclamar

valida y eficazmente de su instituyente el monto cuya satisfacción

persigue. Niega que la MRNH a su favor devengada durante el último ano de

servicios fuera de $ 9340,61. Niega que fuera acreedor a la suma de $

373.624,40 en concepto de indemnización del art. 212,4º párrafo. Niega

que el Banco de Ctes SA adeude dicha cuantía o suma alguna de dinero por

cualquier causa, titulo o concepto.-

Que, al operarse la extinción del contrato de trabajo que ligara a las

partes desde el 27.09.71 en virtud de la renuncia formalizada en los

términos del TCL Nº 79789038 del 27.04.11, al tomar conocimiento que el

Dpto. Medico Laboral de la Subs. de Trabajo de la Provincia (Expte. Nº

524-02-12-4463/10) estableciera una incapacidad del 87.1% que le

impidiera reintegrarse a sus tareas, su poderdante abono al actor los

haberes a que resultaba beneficiario, y entre estos, la suma de $

109.994,40 correspondiente a la compensación por tiempo de servicios

prescripta en el 2º párrafo del art. 212 LCT (t.o.), la cual fuera

liquidada tomando como base de cálculo la suma de $ 2.749,86, resultante

de $ 2.077,86 (fijada a partir del 01.03.91 por el MTESS de la Nación

para el CCT Nº 18/75 y el ámbito de negociación colectiva en que

participan la Asociación de Bancos Públicos y Privados de la Rca.

Argentina y la Asociación Bancaria) mas la cantidad de $ 672 (establecida

por Res. Nº 384/04 de dicho organismo), por entonces vigente por ascender

a la fecha de disolución del vinculo la MRNH a su favor devengada en el



último año de vigencia de sinalagma a un total de $ 7.972,58, y

ajustándose por lo tanto a lo dispuesto en el art. 245 LCT 2º párrafo.-

Que, la reducción de la base de cálculo no es en modo alguno imputable a

su conferente, ni producto de una decisión arbitraria, por cuanto de

conformidad a lo prescripto en la última parte del 2º párrafo del art.

245 LCT (t.o.), es al M.T.E.S.S. de la Nación a quien corresponde fijar y

publicar el promedio resultante, juntamente con las escalas salariales de

cada CCT, en función del cual se establece el tope previsto en aquel, y

mientras este no satisfaga tal imposición legal, los empleadores no están

en modo alguno obligados a aplicar otras pautas que las establecidas en

el mismo. Por ello, mal puede pretenderse mediara el pago insuficiente

del mencionado rubro, ya que fue liquidado e integrado de acuerdo con lo

establecido por las disposiciones legales aplicables, razón por la que

niega que el Banco de Ctes. SA incurriera en la actitud indigna,

temeraria y maliciosa que indica el actor.-

Niega que tengan fundabilidad las alegaciones vertidas por el demandante

en sustento al planteo de inconstitucionalidad de la norma contenida en

el 2º párrafo del art. 245 LCT (to), pues lo establecido en este no es

irrazonable ni tampoco resulta contrario a derecho.-

Niega la procedencia de la pretensión articulada por la contraparte y

solicita la desestimación de la demanda en todas sus partes, con costas.-

Reconoce los documentos privados atribuidos a su comitente que se

adjuntaran a la demanda, y la recepción y remisión de las comunicaciones

indicadas.-

Ofrece pruebas: la confesional del demandante y la documental que se

detalla en el cargo de fs. 21.-

IV) Que, a fs. 22 por auto Nº 12.496, el Juzgado tiene por contestada

demanda en tiempo y forma, y fija fecha de audiencia a los fines del art.

47 de la ley 3540.-

V) Que, a fs. 42 se agrega el acta de audiencia (art. 47º ley 3540) a la

que asistieran el actor -JORGE SILVERIO DUARTE-, el representante legal

del BANCO DE CORRIENTES SA -JUAN PEDRO OLIVETTI-, y sus respectivos

letrados apoderados. En defecto de conciliación, se exhibe al actor la



documental que se le atribuye. Habiendo desistido ambas partes de la

absolución de posiciones oportunamente ofrecida y existiendo hechos

controvertidos, se abre a pruebas la causa, por el término de ley. El

Juzgado admite las ofrecidas y ordena su producción.-

VI) A fs. 164 por providencia Nº 15.158 el Juzgado decreta la clausura

del periodo probatorio y pone los obrados a disposición de las partes

para alegar, por su orden, por el término y bajo apercibimiento de ley.

Se agregan las pruebas producidas a fs. 49/162 (actora) y fs. 163

(demandada).-

VII) A fs. 167/169 y fs. 172/173 se agregan los alegatos formulados por

actora y demandada, respectivamente.-

A fs. 174 se llaman AUTOS PARA SENTENCIA, providencia que a la fecha se

encuentra firme y consentida;

Y CONSIDERANDO:

I) Que, en autos no se advierten vicios que puedan invalidar este

pronunciamiento por cuanto han sido observadas las prescripciones

establecidas en la ley 3540, resultando en consecuencia el procedimiento

con arreglo a derecho.-

II) Que, en la forma en que ha quedado trabada la litis estando

reconocida la existencia de la relación laboral, la enfermedad accidente

de la cual derivara la incapacidad total del trabajador, estando

contestes la partes en el modo de disolución del vinculo, pero negando la

accionada adeudar las sumas reclamadas por el accionante en concepto de

diferencia con fundamento en el art. 212 4to. Párrafo de norma aludida,

corresponde determinar si asiste razón a la demandada en estos autos, de

conformidad a la normativa vigente, probanzas colectadas y reglas que

rigen el "onus probandi" en las cuestiones debatidas en autos.-

III) Que, la parte actora ha producido las siguientes pruebas en autos:

*DOCUMENTAL presentada al promover la demanda, reservada en Secretaria

del Juzgado y que en este momento tengo a la vista, consistente en: a)

Ocho (08) recibos de liquidaciones de haberes; b) Tres (03) CD Nº

21.506.512 2, Nº 18.701.506 5 y Nº 21.503.219 0; c) Tres (03) copias



certificadas de TCL Nº 79789038, Nº 74930318 y Nº 77249898 c/u con oblea

de CD adherida a las mismas y tickets de caja Correo Oficial abrochados;

d) Certificación de Servicios y Remuneraciones ANSeS en tres (03) fs.; e)

Fotocopia simple de nota informativa de la Dirección Nacional de

Relaciones del Trabajo en dos (02) fs.; f) Fotocopia simple de Acta de

Junta Medica de fecha 18/03/11 en una (01) foja; g) Fotocopia simple de

Acta de Junta Medica de fecha 08/04/11 en una (01) foja.-

* ABSOLUCION DE POSICIONES del representante legal de la firma demandada

(desistida a fs. 42).-

* OFICIO al Min. de Trabajo, Empleo y Seguridad Social -Dir. De

Regulaciones de Trabajo- Dpto. de Relaciones Laborales Nº 2 - Dir. De

Negociación Colectiva (fs. 147/154 - desistida a fs. 161).-

* OFICIO al Banco de Corrientes SA (desistida a fs. 143).-

* OFICIO a la Subs. de Trabajo de la Prov. de Ctes. (fs. 72/113)

organismo que remite fotocopias certificadas del Expte. Nº 524-02-12-

4463/10, las que se agregan a autos.-

* OFICIO al Correo Argentino (desistida a fs. 62).-

* OFICIOS al Instituto de Cardiología ` J̀uana F. Cabral'' y al Dr. José

María Chain (desistidas a fs. 63).-

* PERICIAL CONTABLE (prueba común) A fs. 53 toma posesión del cargo la

perito contadora designada por sorteo en autos, la que presenta el

informe pericial que se glosa a fs. 135/141. Puesto de manifiesto no es

observado por las partes.-

* TESTIMONIALES de a) Néstor J. Balbastro, Cesar A. Scotto y Mariano L.

Esquivel (desistidas a fs. 56).-

IV) Que, la accionada produjo las siguientes pruebas en estos autos:

* DOCUMENTAL presentada con el escrito de responde, reservada en

Secretaria del Juzgado y que también tengo a la vista, integrada por: a)

Quince (15) recibos originales de liquidaciones de haberes. Dicha

instrumental fue exhibida al actor a fs. 42.-

* CONFESIONAL del actor, desistida  a fs. 42.-



* PERICIAL CONTABLE (prueba común) a la que se hizo referencia en el

considerando anterior.-

V) Que, como se dijera en la relación de la causa el accionante reclama

la suma de $ PESOS DOSCIENTOS SESENTA Y TRES MIL SEISCIENTOS TREINTA ($

263.630) con fundamento en el art. 212 4º párrafo de la LCT y que

correspondería a la diferencia entre lo abonado por la patronal por la

incapacidad absoluta derivada de la enfermedad accidente que sufriera y

lo que realmente le corresponde en virtud de la norma legal citada.-

Señala que ingreso a trabajar en el BANCO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES

(S.E.M.) el 27.09.1971, en la categoría de Auxiliar Administrativo de la

escala que integraba el CCT Nº 18/75 de la actividad bancaria provincial,

revistiendo al momento de finalización del vinculo la Categoría 2º Jefe

de División de 1º.-

Que, la relación fue desarrollándose hasta que -por diversos factores y

el stress causado por las tareas efectuadas-, en fecha 25.10.09 sufrió un

infarto agudo de miocardio, siendo internado en la Unidad Coronaria del

Instituto de Cardiología de Corrientes, para ser intervenido allí

quirúrgicamente por una angioplastia con stent, y recibir los

tratamientos específicos para su dolencia.-

Que, su salud se vio afectada seriamente, habiendo sufrido reiterados

malestares de origen cardiaco, lo que lo llevo a tener varias

internaciones, en el citado Instituto, en el que le diagnosticaron

“angina inestable”, “cardiopatía isquémica”, “hipertensión arterial

esencial”, “síndrome coronario agudo”, entre otras padecimientos que

también le produjeron serios trastornos psíquicos, debiendo ser atendido

por médicos especialistas en psiquiatría.-

Que, en fecha 04.02.11 recibió en su domicilio Cedula Nº 0008/11 del

03.02.11 remitida por la Subsecretaria de Trabajo de la Prov. de Ctes.,

por la que se le comunicaba la fecha para la realización de Junta Médica

para evaluar su estado de salud por pedido de la empleadora, fijada en el

Expte. Nº 524-02-12-4463/10 caratulado: “BANCO DE CORRIENTES SA S/ JUNTA

MEDICA SR. DUARTE JORGE SILVERIO” siendo realizada la misma el 18.03.11,

concluyéndose que presentaba una incapacidad total del 87.1%.-



Que, ante esta realidad y ante la imposibilidad de seguir prestando

tareas para la accionada en fecha 27.04.11 remitió TCL Nº 79789038 (CD Nº

181751610) al Banco de Corrientes SA notificándole su renuncia y

solicitando el pago de la indemnización prevista por el art. 212 4º

párrafo de la LCT entre otros rubros.-

Que, el Banco de Corrientes SA cumplió a medias con lo solicitado ya que

- conforme surge del recibo de haberes- le abonaron en concepto de

“INDEM. ART. 212 L.C.T.” la suma de $ 109.994,40, liquidada en forma

incorrecta, insignificante e injusta afectando sus derechos

patrimoniales, violando principios de orden constitucional ya que

conforme a la antigüedad que detentaba al determinarse la incapacidad (39

años y 7 meses) y al último sueldo que le correspondió percibir -$

9.340,61-, se le debió haber abonado como indemnización del art. 212 LCT,

la suma de $ 373.624,40, por lo que se le abono una cantidad inferior al

30% de lo que le correspondía.-

Que, en fecha 14.04.12 envió al Banco de Corrientes SA el TCL Nº 74930318

CD Nº 231482555 en los siguientes términos: “...me dirijo a Uds. A fin de

intimarles que en el plazo de 72 hs. procedan a liquidarme correctamente

y abonarme las sumas adeudadas correspondientes a la diferencia del pago

de la indemnización del ART 212 – 4º párrafo de la Ley de Contrato de

Trabajo que se me abonara en forma significativamente insuficiente,

parcial e incompleta, teniendo en cuenta mi antigüedad y el último sueldo

que debí percibir a la fecha del cese...”.-

La demandada contesto la misiva referida rechazando la pretensión de

obtener una suma mayor a la abonada en cumplimiento de lo prescripto en

el párrafo 4º del art. 212 de la L.C .T., manifestando que las mismas

fueron liquidadas en base al tope vigente para la actividad, sin

mencionar a que tope salarial se refiere, ni a cuánto ascendía el mismo,

ni de qué fecha databa. Alega que el tope supuestamente utilizado a la

fecha del despido era de $ 2.749,86 ($ 109.994,40 / 40 periodos = $

2.749,86).-

Que, como corolario de los hechos expuestos y ante la falta de debido

pago de lo que le corresponde reclama la suma indicada al demandar ($

263.630) en concepto de diferencia y con fundamento en el art. 212



párrafo 4º planteando la inconstitucionalidad art. 245 LCT -Tope

Indemnizatorio- ya que su aplicación por parte del accionado agravia a su

parte y ha vulnerado derechos y garantías de raigambre constitucional

(arts. 14bis, 17, 18 y 28 de la CN).-

VI) Que, el demandado al contestar la acción no controvierte la situación

fáctica descripta por el actor al demandar, aunque desconoce el monto

reclamado en concepto de diferencia por la indemnización prevista en el

art. 212 párrafo 4º, señalando haber abonado a la extinción del vinculo

la totalidad de lo que legalmente le correspondía en base al mencionado

artículo pero con fundamento en el segundo párrafo del mismo.-

Impugna la mejor remuneración tomada como base y afirma que la suma de $

109.994,40 abonada y como correspondiente a la compensación por tiempo de

servicios prescripta en el 2º párrafo del art. 212 LCT (t.o.), fuera

liquidada tomando como base de cálculo la suma de $ 2.749,86, resultante

de $ 2.077,86 (fijada a partir del 01.03.91 por el MTESS de la Nación

para el CCT Nº 18/75 y el ámbito de negociación colectiva en que

participan la Asociación de Bancos Públicos y Privados de la Rca.

Argentina y la Asociación Bancaria) mas la cantidad de $ 672 (establecida

por Res. Nº 384/04 de dicho organismo), por entonces vigente por ascender

a la fecha de disolución del vinculo la MRNH a su favor devengada en el

último año de vigencia de sinalagma a un total de $ 7.972,58, y

ajustándose por lo tanto a lo dispuesto en el art. 245 LCT 2º párrafo.-

VII) Que, conforme a los términos en los que quedara trabada la litis

surge como cuestión a resolver si al actor por su incapacidad declarada

del 87,1% y como consecuencia de la cual se extinguiera el vinculo, le

corresponde percibir la indemnización prevista por el art. 212 4º párrafo

como pretende al demandar o la del mismo precepto legal pero con

fundamento en el párrafo 2º, tal lo aseverado por la demandada y en cuya

virtud abonara la suma de $ 109.994,40.-

Que, también corresponde determinar si la base adoptada por la accionada

para abonar la suma referida se encuentra ajustada a derecho, atento a

haber sido controvertida por el actor.-



Que, respecto de la primer cuestión debatida y de conformidad a las

constancias de autos, siendo las partes contestes en cuanto a la forma en

que se sucedieron los hechos que desembocaron en la incapacidad del

actor; estando la misma determinada por el organismo competente y no

existiendo controversia respecto del porcentaje asignado (87,1%), la

indemnización que le correspondía percibir es la del art. 212, párrafo

cuarto que establece: "Cuando de la enfermedad o accidente se derivara

incapacidad absoluta para el trabajador, el empleador deberá abonarle una

indemnización de monto igual a la expresada en el art. 245 de esta ley".-

"Consecuentemente, en la sistemática actual, si durante la vigencia de la

relación laboral, es decir durante el lapso de prestación efectiva del

servicio, licencia por enfermedad o periodo de reserva del puesto, se

consolida jurídicamente un estado de incapacidad laborativa en la persona

del trabajador, nace en cabeza propia el derecho a percibir de su

empleador una prestación dineraria de monto equivalente a la

indemnización por despido incausado, en el momento en que se extinga la

relación. Así lo establecen los arts. 212 y 245 de la L.C .T. (Conf.

Vázquez Vialard, T. V. pág. 542, Ed. Astrea, Bs. As. 1984). "En resumen,

a nuestro juicio el estado de incapacidad absoluta opera en lo inmediato

como causal de suspensión de ciertos efectos del contrato, habilitando

automáticamente a las partes para denunciar la relación con las

consecuencias que establece el art. 212 de la L.C.T." (Vázquez Vialard,

ob. cit. pág. 549).-

"La mal llamada indemnización por incapacidad absoluta, que establece el

art. 212 de la L.C .T., está sometida al cumplimiento de una serie de

requisitos: a) En primer lugar, que el trabajador este afectado de una

incapacidad "total y permanente", es decir "absoluta", que lo

imposibilita para cumplir cualquier tarea productiva en condiciones de

cierta normalidad; b) En segundo lugar, que dicha incapacidad tenga como

origen un "accidente o enfermedad inculpable"...; c) En tercer lugar,

dicho estado debe haberse consolidado durante la vigencia del contrato de

trabajo, es decir durante el lapso de prestación efectiva, suspensión por

causa de enfermedad o accidente con goce total o parcial de haberes, y

periodo de reserva del puesto, si lo hubiere; d) En cuarto lugar, que el



contrato se haya extinguido, cualquiera sea la causa invocada" (Enrique

Herrera, en Tratado de Dcho. del Trabajo, dir. por Vázquez Vialard, T. V,

pag.550).-

Lo cierto es que la indemnización que prevé la norma en su cuarto párrafo

no debe confundirse con los supuestos que el mismo artículo fija para los

casos previstos en los anteriores (párrafos 2º y 3º), y que corresponden

a supuestos distintos. Es claro para nosotros que la indemnización que

comentamos tiende a resarcir el daño por la terminación del vínculo

laboral derivado de la imposibilidad física de prestar servicios. El

derecho al cobro presupone la vigencia de la relación laboral (no procede

si estaba incapacitado antes de iniciar el vinculo) al momento en que se

consolida la incapacidad absoluta y no puede ser alterado ese derecho por

actos disolutorios posteriores (como por ejemplo la renuncia o el despido

con causa), aunque solo resulte exigible cuando el contrato de trabajo

deje de regir.-

Sigue diciendo el autor citado respecto a la noción de incapacidad

absoluta que ` .̀.. existe cuando por motivos no imputables al trabajador,

este ya no pueda realizar las tareas que cumplía regularmente en la

empresa, ni tampoco ninguna otra dentro o fuera de la misma. Hay un

impedimento físico o psíquico actual que se proyecta sobre las

posibilidades futuras, al obstaculizar su reingreso al mercado de trabajo

en condiciones mínimas de competitividad. Es decir que debe valorarse no

solo en orden a las tareas que el trabajador desempeñaba normalmente y

para las que fue contratado, sino también con relación a otras distintas

que hubiera podido cumplir (teniendo en cuenta su edad, formación,

capacitación, etc.) razonablemente de no mediar la limitación producida

por la enfermedad o el accidente inculpables. ..Esta imposibilidad,

además de ser relevante (no es un simple estado de enfermedad, sino algo

grave y permanente que impida la prestación de tareas), debe haberse

manifestado -además- durante la vigencia de la relación laboral.-

``... La ley de Contrato de Trabajo no establece ninguna pauta porcentual

o numérica que permita afirmar a partir de qué grado de incapacidad se

considera como `̀ absoluta''. Sin embargo existen pautas previstas en

otras leyes (por ej., en las previsionales, o antiguamente en la ley de



accidentes de trabajo, o en el mismo Código Civil) a las que se acude

para suplir aquella omisión. Así la jurisprudencia común ha coincidido en

considerar a las incapacidades iguales o superiores al 66% de la total

obrera como “absolutas”. No obstante ello se registran fallos en lo que a

pesar de no haberse obtenido ese porcentaje de incapacidad, de todos

modos y en atención a las concretas circunstancias personales del

trabajador afectado y a la posibilidad de desempeñar su actividad

habitual o sustituir esta por otra compatible con sus aptitudes

profesionales, se ha considerado que una incapacidad aun menor

configuraba en el caso una disminución ` àbsoluta''. `̀ ... De cualquier

modo, como se ve, lo cierto es que no se exige una incapacidad total, del

100% sino que a los fines de la norma que comentamos basta con que exista

una capacidad  residual inferior al 34% de la total obrera para poder

considerar que el trabajador se encuentra limitado en forma ` àbsoluta''.

“...También parece oportuno señalar que la norma en cuestión no exige que

la incapacidad que presente el trabajador deba guardar relación causal o

concausal con las tareas que venia desempeñando, ni lo que se intenta es

castigar al empleador por ningún tipo de incumplimiento. Lo que importa

es la existencia misma de la incapacidad absoluta y la imposibilidad de

reinsertarse al mercado de trabajo”. (Conf. LEY DE CONTRATO DE TRABAJO,

Comentada y Concordada, Tomo III arts. 196 a 277; Antonio Vázquez

Vialard- Raúl Horacio Ojeda; págs. 122 y sigtes.).-

En el caso concreto de autos, no controvirtiéndose los términos en que se

desarrollo la relación ni tampoco los hechos que motivaron la incapacidad

del agente, siendo esta fijada en el 87,1% de la total obrera procediendo

a renunciar a su puesto laboral en razón de estar imposibilitado de

prestar cualquier tipo de tareas, corresponde hacer lugar a la pretensión

del actor en virtud de ser pertinente y ajustada a derecho

correspondiéndole percibir la indemnización prevista por el art. 212, 4º

párrafo y no la del 2º párrafo como lo sostiene la accionada.-

VIII) Que, habiéndose determinado en considerandos precedentes que el

actor debía percibir la indemnización prevista por el art. 212, 4º

párrafo y no la del párrafo 2º invocada por la demandada y en cuya virtud

abonara la suma de $ 109.994,40, corresponde determinar la base a



considerar para liquidar el monto  correspondiente al actor por tal

concepto y, obtenido este, deducir la suma abonada.-

Señala el actor que conforme a la antigüedad que detentaba al

determinarse la incapacidad (39 años y 7 meses) y al último sueldo que le

correspondió percibir -$ 9.340,61-, se le debió haber abonado como

indemnización del art. 212 LCT, la suma de $ 373.624,40, por lo que se le

abono una cantidad inferior al 30% de lo que le correspondía.-

Asimismo plantea la inconstitucionalidad del art. 245 LCT -Tope

Indemnizatorio- ya que su aplicación por parte del accionado agravia a su

parte y ha vulnerado derechos y garantías de raigambre constitucional

(arts. 14bis, 17, 18 y 28 de la CN).-

Por su parte la demandada alego que la suma abonada fue liquidada en base

al tope vigente para la actividad, tomando como base la suma de $

2.749,86 ($ 109.994,40 / 40 periodos = $ 2.749,86).-

Que, el art. 212 en su párrafo cuarto refiere a que la indemnización a

abonar será de monto igual a la expresada en el art. 245 de la LCT.-

El art. 245 prescribe: ` Èn los casos de despido dispuesto por el

empleador sin justa causa, habiendo o no mediado preaviso, este deberá

abonar al trabajador una indemnización equivalente a un mes de sueldo por

cada ano de servicio o fracción mayor de tres (3) meses, tomando como

base la mejor remuneración mensual, normal y habitual devengada durante

el último año o durante el tiempo de prestación de servicios si este

fuera menor.-

En su segundo párrafo establece “Dicho importe no podrá exceder el

equivalente de tres (3) veces el importe mensual de la suma que resulte

del promedio de todas las remuneraciones previstas en el convenio

colectivo de trabajo aplicable al trabajador al momento del despido, por

la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al Ministerio de

Trabajo, Empleo y Seguridad Social le corresponderá fijar y publicar el

promedio resultante, juntamente con las escalas salariales de cada

Convenio Colectivo de Trabajo...”.-

Que, conforme a las constancias de autos la mejor remuneración mensual,

normal y habitual devengada por el actor es la de $ 9340,61



correspondiente al mes de abril conforme surge del informe pericial

obrante a fs. 135/141.-

En dicho informe, que no fuera impugnado por la parte accionada, la

perito explicita que según surge del recibo de haberes del mes de abril

de 2011 la fecha de pago es el día 29/04/2011 y por la suma de $ 7.972,58

no incluyendo el aumento salarial otorgado por ABAPPRA según Acta del

24/05/2011. Dicho Acuerdo Salarial celebrado el 24/05/2011 dispuso un

incremento del 20% para el sector bancario enmarcado en el CCT 18/75

aplicables retroactivamente al mes de enero de 2011.-

Consecuentemente, la mejor remuneración devengada por el actor es la

referida de $ 9340,61 (Abril/2011), la que también surge de la

Certificación de Servicios y Remuneraciones expedida por la entidad

demandada y tenida a la vista por la experta.-

“Debe destacarse que los aumentos de remuneraciones (aun los dispuestos

por ley), con alcance retroactivo, deben computarse para el cálculo de

indemnizaciones por despido dispuesto en fecha alcanzada por la aludida

retroactividad” (conf. CNAT, Sala VIII, 25/02/88, “Insaurralde, Guillermo
E. y otros c/Casa Lazaro Costa S.A”, DT 1998-B-1125, Sala III,

31/08/1992, “Ponce, Juan c/Adm. Gral de Puertos”, Sent. 63493, Manual de

Jurisprudencia La Ley cit., p. 683”).-

IX) Que, respecto al planteo de inconstitucionalidad promovido, se

adelanta que el mismo debe ser receptado -aunque no en la medida

pretendida- sino con los alcances fijados por la Corte Suprema de

Justicia de la Nación en el caso “Vizzoti”, al establecer que corresponde

aplicar la limitación a la base salarial prevista en los párrafos segundo

y tercero del citado art. 245 de la L.C.T. solo hasta el 33% de la mejor

remuneración mensual, normal y habitual computable; toda vez que la

aplicación lisa y llana del límite legal establecido en el citado

artículo conduce en el “sub-examine” a una licuación de la antigüedad que

tenía el trabajador en el empleo generando una evidente inequidad, pues

no hay razonable proporción entre dicha antigüedad, la jerarquía, el

nivel salarial del trabajador y el resarcimiento que se le otorgaría.

Este criterio se impone, entre otras cosas, porque la reparación que

surgiría de aplicar las normas legales vigentes no atempera -en el caso-



la consecuente privación de ingresos que le acarrea la ruptura del

contrato laboral sin culpa de su parte.-

En efecto, la CSJN, ha dicho: “...En consecuencia, a juicio de esta

Corte, no resulta razonable, justo ni equitativo, que la base salarial

prevista en el primer párrafo del citado art. 245 de la Ley de Contrato

de Trabajo, vale decir, “la mejor remuneración mensual normal y habitual

percibida durante el último año o durante el tiempo de prestación de

servicios si este fuera menor", pueda verse reducida en más de un 33%,

por imperio de su segundo y tercer párrafos. De acuerdo con ellos, dicha

remuneración no podrá exceder el equivalente de tres veces el importe

mensual de la suma que resulta del promedio de todas las remuneraciones

previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable. Esta pauta, por

cierto, recuerda conocida jurisprudencia del Tribunal, relativa a que la

confiscatoriedad se produce cuando la presión fiscal excede el señalado

porcentaje” (Fallos: 209:114, 125/126 y 210:310, 320, considerando 6º,

entre muchos otros).-

Permitir que el importe del salario devengado regularmente por el

trabajador resulte disminuido en más de un tercio, a los fines de

determinar la indemnización por despido sin justa causa, significaría

consentir un instituto jurídico que termina incumpliendo con el deber

inexcusable enunciado en el citado art. 14 bis, acerca de que el trabajo

gozara de la protección de las leyes, y que estas aseguraran al

trabajador protección contra el despido arbitrario y condiciones

equitativas de labor. Significaría, asimismo, un olvido del citado art.

28 de la Constitución Nacional. La Corte no desconoce, desde luego, que

los efectos que produzca la doctrina del presente fallo podrían ser

considerados, desde ciertas posiciones o escuelas, como inadecuados a los

lineamientos que serian necesarios para el mejoramiento del llamado

mercado de trabajo, cuando no del mercado económico en general.

(Considerando Nº 11 “Vizzoti, Carlos Alberto c/ AMSA S.A. s/ despido” 14

de septiembre de 2004”).-

Como lo ha dicho el Alto Tribunal de la Nación no se discute la validez

constitucional de un régimen tarifado de indemnizaciones y la fijación de

topes indemnizatorios establecidos en pos de determinados objetivos de



celeridad, certeza y previsibilidad en la cuantía de aquellas, pero mal

habría de cumplirse la finalidad reparadora del instituto cuando

evidencia desproporción con los elementos facticos que el propio

legislador eligió como significativos para calcular la prestación. Esta

finalidad reparadora resulta desconocida cuando a través de la limitación

en la valoración de uno de los elementos de cálculo -el salario realmente

percibido por el trabajador despedido- se aparta de la concreta realidad

a la que quiso atender, teniendo en cuenta el contenido alimentario de la

reparación y la situación de emergencia que se produce ante el despido.-

El referido fallo rescata la doctrina de la Corte según la cual “el
resarcimiento del empleado debe ser equitativo y ello importa afirmar que

la reglamentación legal del derecho a la llamada estabilidad impropia,

constitucionalmente reconocida, debe ser razonable; lo que quiere decir

adecuada a los fines que contempla y no descalificable por razón de

inequidad” (“Carrizo”).-

La Corte considera que siendo el propósito del instituto reparar es

indudable que debe haber ``una razonable vinculación y proporción con los

elementos facticos que el propio legislador eligió como significativos

para calcular la prestación, ya que no podría considerarse que la ley

lograra su declarada finalidad reparadora si terminara desconociendo la

concreta realidad a la que quiso atender, a causa de limitaciones en la

evaluación de uno de los elementos de calculo que, precisa e

inequívocamente, constituye uno de los dos indicadores de esa realidad:

el salario realmente percibido por el trabajador despedido y no por otro

u otros.-

En efecto, la regla establecida en la primera parte de la norma no puede

ser dejada sin efecto por la excepción prevista en ella misma. Esto

implicaría una autocontradicion inadmisible que tornaría ilusorio el

derecho siempre que los condicionamientos legales (como límite salarial)

llevaran prácticamente a desdibujar la entidad de uno de los factores que

componen la ecuación indemnizatoria, como es el importe del salario que

el trabajador venía percibiendo a la época del distracto.-

Además, la Corte Federal en “Vizzoti” -recordando el precedente “Carrizo
D. c/ Administración General de Puertos”- señala que el resarcimiento del



empleado debe ser equitativo, y ello importa afirmar que la

reglamentación legal del derecho constitucionalmente reconocido debe ser

razonable, juzgando que determinadas diferencias entre la remuneración

establecida en el párrafo 1º del art. 245 y el máximo previsto en su

segundo párrafo, también podrán tornar irreales las pautas

indemnizatorias en juego y, por tanto, censurables con base en la

Constitución Nacional.-

En la especie, la operatividad del tope salarial nacido del convenio

vulnera la garantía constitucional que confiere protección adecuada

frente al despido arbitrario y que se encuentra patentizada con fuerza en

el art. 14 bis de la Constitución. Resulta claro que el legislador que

juzgo adecuado proteger el despido injustificado con una indemnización

equivalente a un mes de sueldo normal y habitual por cada año de servicio

pudo establecer un límite al salario a computar; pero no es menos visible

que con esa excepción morigeradora el legislador no puede permitir que lo

que estableció como regla se neutralice o desnaturalice. La limitación -

lo predica la lógica mas elemental- no puede implicar la poda del

beneficio o instituto definido en la regla.-

Dicho de otro modo, una telesis leal, científica y seria de la norma en

su plenitud, no autoriza a atribuirle al legislador la necedad, auto-

contradicción o hipocresía que implicaría permitir que el parámetro que

quiso fijar como regla sea retaceado en cantidad y calidad con las

excepciones. Pero, aun de permitirlo el legislador (que tal vez no pudo

prever cual iba a ser la dinámica -o mejor dicho, la estática- de los

salarios de convenio desde fines de 1.991 a la actualidad), no debe

olvidarse que la regulación contenida en el art. 245 de la L.C.T. resulta

la reglamentación que el constituyente le impuso al Congreso para que

haya protección adecuada contra el despido arbitrario (art. 14 bis.,

Const. Nac.) y que compete a los jueces controlar que tal garantía, entre

otras, no sea menoscabada, pulverizándose los derechos,

desnaturalizándose los fines del constituyente, ni consagrándose

despojos.-

La Corte, sobre este punto, ha señalado con todo acierto en “Vizzoti” que

“los derechos constitucionales tienen, naturalmente un contenido que, por



cierto, lo proporciona la propia Constitución”; añadiendo que de no ser

así “debería admitirse una conclusión insostenible ... que la

Constitución Nacional enuncia derechos huecos, a ser llenados de

cualquier modo por el legislador, o que no resulta más que un promisorio

conjunto de sabios consejos, cuyo seguimiento quedaría librado a la buena

voluntad de este ultimo”.-

Consecuentemente, si el propio legislador ha considerado que una

protección adecuada es equivalente a un mes de sueldo por año de servicio

(o fracción mayor de tres meses) la limitación por vía de poner un tope

al salario a considerar no puede válidamente derogar lo que el legislador

prescribió como regla.-

En la especie, la indemnización limitada por imperio del tope salarial de

$ 2.749,86 aplicado por la accionada al liquidar el importe que le

correspondía percibir al accionante reduce al 29,44 % de lo que por regla

le hubiera correspondido al trabajador en base a la normativa aplicable.

Esa reducción del 70,56 % constituye una negación autocontradictoria de

lo que la misma norma confiere como pauta natural y, como corolario

directo de ello, la pulverización y la desnaturalización del instituto

indemnizatorio.-

No caben dudas que para este dependiente en particular la aplicación lisa

y llana del tope -tal como está previsto en la norma- implica una

reducción del resarcimiento a tal guisa que deja de ser una protección

adecuada contra el despido arbitrario que ha sufrido. El monto legalmente

esperado desde la regla se ve pulverizado, pues el trabajador en vez de

cobrar una indemnización como la tenida en miras por el legislador en la

formulación de la ecuación, solo recibe una suerte de ``muestra

homeopática'' carente de capacidad para servir como reparación de los

daños y perjuicios presumidos y tarifados ante el desempleo.-

Como contrapartida, para el demandado, al tener que abonar un monto tan

reducido en relación a lo que la regla primigenia prevé, también aparece

como un resarcimiento y una sanción pulverizada, minimizada y reducida

como si de un jubileo se tratara, con lo que se desnaturaliza uno de los

aspectos más importantes de la protección.-



Evidentemente, los efectos negativos del tope salarial no fueron la

voluntad del legislador que sentó claramente cual debía ser la regla

indemnizatoria, y no es lógico suponer que haya deseado desnaturalizarla

con una excepción mal interpretada o llevada, por circunstancias que no

pudo tener en cuenta, a arrabales interpretativos absurdos.-

Por tanto, cuando el tope produce -como en el caso de autos- una

reducción de tanta importancia y limita el resarcimiento a proporciones

que quitan entidad a la suma en relación al monto pensado como regla, no

hay indemnización justa ni protección adecuada frente al despido

arbitrario, siendo el resultado de ese tope inconstitucional por violar

la garantía del art. 14 bis de la Carta Magna.-

El fallo bajo análisis contiene otro merito adicional a los ya señalados,

ya que en “Vizzoti” la Corte logra acabar con el dilema que se generaba a

la hora de eliminar el tope por su declaración de inconstitucionalidad.

Dicho dilema consistía en que los jueces al cumplir con el deber

constitucional de apartar la norma reprochada de inconstitucional sentían

que estaban contralegislando al dejar de lado el tope -cuya justificación

no estaba en cuestión- por el solo hecho de reprocharse sus alcances. De

esta forma mientras unos optaban por reemplazar ese techo salarial por

uno arbitrariamente elegido, otros -ateniéndose a su función

constitucional- reconocían el derecho a una indemnización sin tope, con

la sensación de que esto solo era justo desde el punto de vista formal

pero no material.-

Pues bien, en “Vizzoti” la CSJN encuentra una solución tan interesante

como seguramente controversial, que supera esa alternativa dilemática.

Tras ratificar que es válida la instauración de topes salariales advirtió

que “no resulta razonable, justo ni equitativo, que la base salarial

prevista en el párrafo 1º del citado artículo 245 de la L.C.T., vale

decir, la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida durante

el último año o durante el tiempo de la prestación de servicios si este

fuera menor, pueda verse reducida en más de un 33%, por imperio de sus

párrafos 2º y 3º” (Considerando 11).-

Con esta formulación cuantitativa objetiva, se halla un mecanismo que

compatibiliza todos los intereses en juego: pone el tope en sus justos



limites sin eliminarlo por completo (en cuanto advierte expresamente que

“dadas las características del régimen en debate, no todo apartamiento

por parte de este de los aspectos de la realidad a los que remite,

justificaría el reproche constitucional” (Considerando 8), y acudiendo a

conocida jurisprudencia del tribunal relativa a que la confiscatoriedad

se produce cuando la presión fiscal excede el señalado porcentaje.-

Se trata de un mecanismo que establece, en palabras del propio tribunal

“un criterio que, sin desconocer el margen de apreciación del legislador

-y los equilibrios, balances y objetivos que motivaron a este- señalé los

límites que impone a todo ello la Constitución Nacional mediante la

existencia del art. 14 bis”.-

Resta acotar que tal limitación a la base salarial no implica –como lo

han entendido algunos autores- violación al principio de igualdad, ya que

precisamente juega entre iguales en igualdad de circunstancias; puesto

que todos los trabajadores que perciben un determinado ingreso se hallan

en la misma categoría. La fijación de dos categorías, en principio, no

resulta irrazonable. Se estima que no hace a un problema de igualdad

(categorías diversas), sino más bien a la procedencia de la utilización

de topes. Según la reiterada doctrina de la CSJN, el establecimiento de

estos respecto del monto de la indemnización por despido no es

inconstitucional, en tanto el mismo no pueda ser considerado irrazonable,

o sea, si se mantiene dentro de un límite de prudencia, de razonabilidad.

Por otra parte, establecer la improcedencia de fijar un tope contraria el

espíritu del referido art. 245 L .C.T. que fija uno (aunque el mismo en

algunos de sus aspectos resulte inconstitucional).-

Finalmente, en cuanto a la crítica respecto de la decisión tomada por la

Corte, en el sentido de que se habría arrogado facultades propias del

Legislativo, tal como lo apunta Vázquez Vialard (LL 1996-F-498; TySS,

1997-IV-896) resulta oportuno que el referido tribunal establezca el

porcentaje dentro del cual se considera legitima la limitación que hace

el art. 245 de la L.C.T., por evidentes razones de seguridad jurídica.

Por tanto, se estima que el Alto Tribunal en modo alguno se atribuyo

facultades de tipo legislativo, sino que -en ejercicio de sus propias

funciones- ante una situación concreta, considero que la disposición



legal resultaba inconstitucional en cuanto no reconocía un determinado

derecho que, según el tribunal, no podía limitar mas allá del 33% del

salario. Resulta de toda obviedad que no se trata de una disposición de

tipo legal, sino de un criterio fijado por el máximo tribunal en un caso

concreto, que se considera razonable aplicar.-

Ello por cuanto la referencia del art. 245 al tope allí previsto hace que

en el “sub examine” los principios de equidad y justicia social se vean

totalmente trastocados y que la finalidad resarcitoria de la norma en

cuestión de raigambre constitucional (art. 14 bis.) se vea burlado por

una sujeción literal a aquella pauta y medida básica.-

Es evidente que de ser admitido el criterio de aplicación del aludido

tope el monto indemnizatorio resultante sería manifiestamente ineficaz

respecto del fin pretendido por la normativa en cuestión, y se estaría

soslayando -insisto- la tutela contra el despido arbitrario que establece

nuestra Carta Magna.-

De lo que antecede, forzoso resulta concluir -siguiendo la doctrina del

fallo citado (̀ `Vizzoti'')- que el tope establecido por el art. 245 de la

L.C .T. -con la reforma introducida por ley 24.013- deviene en el caso

inconstitucional por irrazonable, en tanto se aparta de los fines cuya

realización procura; debiendo tomarse en su reemplazo el 67% de la mejor

remuneración mensual, normal y habitual computable, ($ 9.640,61 x 67% =

6.459,20), lo que multiplicado por la antigüedad del trabajador a la

fecha del distracto (39 años, 7 meses = 40 periodos) arroja un total de $

258.368,34 en concepto de indemnización por el art. 212, 4º párrafo y por

expresa remisión al art. 245 de la LCT.-

Que, a la suma precedentemente fijada de $ 258.368,34 corresponde

descontar la de $ 109.994,40 abonada por la demandada, correspondiéndole

al actor percibir la diferencia de $ 148.373,94 (SON PESOS CIENTO

CUARENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y TRES CON NOVENTA Y CUATRO

CENTAVOS).-

X) Que, seguidamente corresponde determinar el monto a percibir por el

actor por el art. 212, 4º párrafo:

*INDEMNIZACION ART. 212, 4 párrafo......................... $ 258.368,34



*PERCIBIDO................................................... $ 109.994,4

*TOTAL.......................................................$ 148.373,94

SON PESOS CIENTO CUARENTA Y OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y TRES CON

NOVENTA Y CUATRO CENTAVOS.-

Dicha suma devengara un interés equivalente a la tasa activa, Segmento 1,

utilizada por el Banco de Corrientes S.A. para sus operaciones de

descuentos de documentos, desde la fecha del accidente (01/03/06) y hasta

el 01.01.14 y a partir de esa fecha y hasta su efectivo pago la tasa

activa- segmento 3, del Banco de Corrientes S.A.. (Criterio EXCMA Cámara

Laboral, en los autos “Ramírez, Julio Cesar c/ Ojeda, Luis Edgardo y/u

otro y/ Q.R.R s/ Indemnz.” – Expte. Nº 12 del 20.02.2.014).-

XI) Que, por todo lo expuesto, demás constancias de autos, lo establecido

en la ley Nº 20.744 (t.o.); 23.928; 25.561; cct 18/75 y leyes de la

Provincia Nº 3.540 y Ley Nº 5826;

RESUELVO:

1º) Hacer lugar a la parcialmente a la demanda, por los conceptos y

montos indicados, condenando al “BANCO DE CORRIENTES S.A.” a depositar en

el Banco de Corrientes S.A. -Casa Central-, a la orden de este juzgado y

como perteneciente a estos obrados, la cantidad de PESOS CIENTO CUARENTA

Y OCHO MIL TRESCIENTOS SETENTA Y TRES CON NOVENTA Y CUATRO CENTAVOS ($

148.373,94) con mas sus intereses legales y costas proporcionales, dentro

de los diez días de notificada la presente resolución.-

Dicha suma devengara un interés equivalente a la tasa activa, Segmento 1,

utilizada por el Banco de Corrientes S.A. para sus operaciones de

descuentos de documentos, desde la fecha del accidente (01/03/06) y hasta

el 01.01.14 y a partir de esa fecha y hasta su efectivo pago la tasa

activa- segmento 3, del Banco de Corrientes S.A.. (Criterio EXCMA Cámara

Laboral, en los autos “Ramírez, Julio Cesar c/ Ojeda, Luis Edgardo y/u

otro y/ Q.R.R s/ Indemnz.” - Expte Nº 12 del 20.02.2.014).-

2º) Costas en un 56,28% a cargo de la demandada y en un 43,72% restante a

cargo del actor de conformidad al éxito obtenido (art. 88 ley 3540).-



3º) Diferir la regulación de honorarios profesionales para cuando obre

agregada a autos planilla de liquidación de capital e intereses

debidamente confeccionada, de conformidad a lo dispuesto en el punto

primero de este resuelvo.-

INSERTESE, REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-

Gabriela Catalina Borgo

---Juez Sustituta---

Juzgado Laboral Nº 4

Corrientes


